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León, Guanajuato, a 18 dieciocho de noviembre del año 2010, dos mil diez. . 
V I S T O para resolver el expediente número 015/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JUAN ROBERTO RODRIGUEZ NERI, en contra de la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.-  Que de un estudio integral del escrito de la demanda y contemplada como un todo, se advierte que la actora impugna dos actos: El recibo oficial de pago número RA 8276858, de fecha 18 dieciocho de diciembre del año 2009 dos mil nueve, según lo señalado en el punto II denominado “LA RESOLUCIÓN QUE SE IMPUGNA”; y, la calificación de la infracción a través de la cual al actor se le impone una multa, según se desprende del segundo concepto de impugnación. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo: I, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1988; visible a página 167, bajo el rubro siguiente: “ACTO RECLAMADO, ESTUDIO INTEGRAL DE LA DEMANDA DE AMPARO PARA DETERMINAR EL. No obstante que algún acto propuesto como materia del amparo no se incluya en el apartado de la demanda referente a los actos reclamados, atento al criterio de esta Suprema Corte de Justicia, si del análisis integral del escrito de la demanda se llega al conocimiento de que, aunque no de manera formal, en capítulo especial, dentro de los conceptos de violación se señala dicho acto como lesivo de garantías individuales, resulta correcto el estudio que se haga de la constitucionalidad del mismo, teniéndolo como acto reclamado, en virtud de que la demanda debe contemplarse como un todo.”. . . 

La existencia del acto impugnado que consiste en el recibo oficial número RA 8276858, de fecha 18 dieciocho de diciembre del año 2009 dos mil nueve, se acredita con el original del referido recibo. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por que lo  hace a la  calificación de la  infracción a través de la  cual al actor 
se le impone una multa por la cantidad de $ 519.50 (quinientos diecinueve pesos 50/100 moneda nacional), con las facultades que le concede a este Órgano de Control de Legalidad el  artículo   261  del   Código  de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de oficio determina que se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción VI del citado artículo 261, pues de las constancias que obran en autos se advierte la inexistencia de este acto imputado, en razón de que, la fracción VI del artículo 261, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, interpretada a contrario sensu exige a la parte actora que debe acreditar la existencia del acto impugnado, por tal virtud la fracción II del artículo 266, del mismo Ordenamiento Legal, la constriñe a exhibir a la demanda, los documentos en que conste el acto o resolución impugnado; de este modo, adminiculando las fracciones de ambos numerales, se concluye que se deja a cargo del impetrante acreditar la existencia del o los actos combatidos, por lo que es el actor quien debe aportar al proceso los medios convictivos para demostrar la existencia de los actos impugnados y así el Órgano de Control de Legalidad este en condiciones de apreciar y analizar la argumentación lógica y jurídica expresada en los conceptos de impugnación frente a los datos, motivos y el fundamento en que la autoridad demandada apoya los actos refutados y tildados de ilegales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo el tenor de esta premisa, el actor tiene la carga de prueba para acreditar la existencia de los actos impugnados y es el caso que en autos de la presente causa no se encuentra acreditado que la Directora General de Ingresos haya dictado, ordenado o ejecutado la calificación de la infracción que se impugna; pues, por una parte, ni del recibo oficial de pago que aporta el actor, ni del requerimiento de pago aportado por la autoridad demandada, se desprende que ésta haya calificado la infracción administrativa, mediante la cual se impuso al impetrante la multa cubierta ante la caja 5 cinco de la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal, ya que si bien es cierto que en este documento fiscal se expresan los datos de la infracción administrativa que dio origen al requerimiento de pago, también es verdad, que no se expresa que esta autoridad haya llevado a cabo dicha calificación; por otra parte, no es posible tener a la Directora General de Ingresos, como la autoridad que dictó el acto combatido,  en virtud de que en ninguna de las disposiciones del Reglamento de Transporte Municipal de León, Guanajuato, se le concede la atribución para calificar las infracciones a dicho Ordenamiento Legal, ni por el hecho de que esté adscrita a la Tesorería Municipal, toda vez que en autos de este proceso no existe elemento convictivo alguno del que se desprende que la calificación de la infracción se haya realizado en el equipo de computo del Departamento de Infracciones de la Dirección General de Ingresos, de ahí que, la autoridad demandada sólo esta realizando el cobro de la multa y los gastos de ejecución; por tanto, ante la inexistencia del acto reclamado se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, resultando procedente declarar el sobreseimiento del proceso administrativo, conforme a lo previsto por la fracción II del 262 del mismo Código. . .  

La Directora de Ingresos manifiesta que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto reclamado señalado por el actor como el recibo oficial de pago de fecha 18 dieciocho de diciembre del año 2009 dos mil nueve, por la cantidad de $623.50 (seiscientos veintitrés pesos 50/100 moneda nacional), no afecta su interés jurídico, al no constituir un acto administrativo como tal, ya que en dicho recibo no se realizó calificación alguna, siendo este consecuencia de un requerimiento de pago de fecha 16 dieciséis de diciembre del año 2009, dos mil nueve, derivado del folio de infracción T 3757602, por lo que el acto impugnado no crea, extingue, modifica o declara algún derecho u obligación hacia el recurrente. Causal de improcedencia que resulta FUNDADA, en razón de que, el recibo oficial de pago impugnado, no contiene una decisión de la autoridad demandada, toda vez que sólo constituye una manifestación de voluntad de la cajera que lo expide, que no tiene como objeto producir efectos jurídicos directos frente a la esfera de derechos del ciudadano Juan Roberto Rodríguez Neri, dado que no crea, declara, reconoce, transmite o modifica una situación jurídica individual y concreta; pues, este documento se expide como una constancia o comprobante del pago realizado por al actor cuando se presentó a la caja de la Tesorería Municipal a realizar el pago y conserva la naturaleza de un medio que sirve para acreditar el cumplimiento del pago de la multa impuesta al infractor, más no constituye un acto fiscal, porque reúne los elementos establecidos en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en consecuencia, este acto impugnado no afecta la esfera jurídica del impetrante. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, Tercera Época, consultable en el CD denominado “Criterios del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Primera, Segunda y Tercera Épocas 1987 – 2009”, bajo el rubro siguiente: “NO AFECTA EL INTERES JURIDICO DEL ACTOR UN RECIBO OFICIAL DE PAGO, AL NO SER UN ACTO ADMINISTRATIVO.- Si la parte actora demanda la nulidad de una multa de tránsito municipal, señalando como autoridad demandada al Tesorero Municipal, y como acto impugnado sólo presentan el recibo oficial de pago correspondiente, tal recibo no afecta el interés jurídico de los particulares, pues no reúne las características establecidas en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, actualizándose lo dispuesto por el artículo 261 fracción I, de dicho ordenamiento.” ( Exp. R.R.40/3ª Sala/09. Resolución de fecha 14 de julio de 2009. Recurrente: Autorizado del Tesorero Municipal de Guanajuato, Guanajuato.). . . . . . . . .  . . . . . . . 
Por  lo  expuesto  y además  con  fundamento  en  los  artículos,  206-A  párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el segundo considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
